Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 39 minutos) 


-De acuerdo con el procedimiento acordado, la Comisión de Constitución y Legislación recibe al señor Intendente Municipal de 
Rocha, doctor Irineu Riet Correa. 


Antes de cederle el uso de la palabra me voy a permitir decir lo siguiente. Nosotros vamos a fijar como plazo para finalizar esta 
reunión las 15 y 30 horas y, si fuera absolutamente imposible terminar a esa hora, tendremos que continuar otro día. A las 16 horas 
hay sesión del Senado. Quisiera que, luego de culminada esta audiencia, los miembros de la Comisión permanezcamos unos 
minutos reunidos, porque la Mesa quiere dar cuenta de algunos asuntos y acordar un procedimiento para seguir con estas 
actuaciones. 


SEÑOR RIET CORREA.- Señor Presidente: he traído un escrito sobre los descargos jurídicos, que voy a entregar a la Mesa. Creo 
que tengo que aprovechar la oportunidad que me dan en el día de hoy para enfocar mi exposición en lo que considero más 
importante. Pienso que, realmente, todos deben estar informados de las razones por las cuales nosotros no entregamos la 
Rendición de Cuentas. Debo decir que soy consciente de la responsabilidad que asumí. Tuve razones para hacerlo y, de alguna 
manera, quiero trasmitirles una cronología de los hechos que nos llevaron a tomar una decisión cuyos riesgos conocíamos en 
determinado momento. 


Tanto en aquel momento como en éste nuestra preocupación no ha sido simplemente de orden personal, sino que tiene que ver 
con la preservación de un sistema político administrativo, desacreditado hoy por la opinión pública. Pido un poco de paciencia a los 
señores Senadores, porque si bien voy a dejarles una carpeta en la que está registrado lo que voy a decir, incluso con algunos 
puntos subrayados para que la lectura sea más fácil, debo hacer una cronología de los hechos que nos llevaron a esta situación. 


En la documentación consta, en primer lugar, un informe del Tribunal de Cuentas del 31 de enero de 2000, que dice que se adjunta 
al presente el informe que un equipo de auditores de este Tribunal realizó en esa Intendencia, sobre aspectos vinculados al control 
interno. 


En particular fueron analizadas las áreas de contabilidad, manejo de fondos, compras, inventarios, servicios personales y 
procesamiento electrónico de datos de las Oficinas Centrales de esa Comuna. Aclaro que voy a leer sólo algunas partes porque el 
material va a quedar a disposición de la Comisión. 


El Tribunal está realizando esta evaluación preliminar, dentro de un plan que comprende a todas las Intendencias Municipales, con 
el objeto de poder efectuar recomendaciones. Estamos hablando del 31 de enero de 2000. Este trabajo se realizó en los días 24 y 
25 de noviembre y 15, 16 y 30 de diciembre de 1999. Describe los objetos del trabajo, alcance y procedimientos, y constataciones. 


Voy a leer algunas constataciones. "No existen manuales de funciones donde se establezcan claramente las competencias y 
responsabilidades de cada unidad administrativa. No existen manuales de procedimientos ni cursogramas. No existe capacitación y 
entrenamiento del personal en forma permanente. No existe una unidad de Auditoría Interna. El registro contable de la Caja 
presentaba un atraso superior a cuarenta y cinco días y diferencias importantes a la fecha de practicar estas actuaciones. Los 
sistemas no proporcionan información fehaciente que permita determinar los créditos presupuestales de cada rubro, los montos 
afectados, los compromisos contraídos y los montos incluidos en órdenes de pago; no obstante se está tratando de solucionar 
dichas carencias con la implantación de un nuevo sistema informático". 


En cuanto al manejo de fondos: "Las conciliaciones bancarias son realizadas por Tesorería, no existiendo control por parte de 
Contaduría. La Intendencia no tiene contratado seguro de caución fidelidad. No se realizan arqueos periódicos de fondos. El 
personal de la Tesorería tiene acceso a los registros contables, custodia documentos a cobrar y eventualmente aclara 
discrepancias con proveedores y acreedores. No se controla el acceso de personal ajeno a Tesorería a dicha dependencia". 


Con respecto a las compras, se dice; "No se realiza una planificación de las compras en forma anual. No se conocen los precios de 
mercado al efectuar una compra. No siempre se preparan Ordenes de Compra". 


En lo que tiene que ver con servicios personales, almacenes e inventario, se establece: "No siempre se respaldan las salidas de 
bienes con las autorizaciones pertinentes. El funcionario que registra los ingresos y egresos de materiales de proveeduría también 
es responsable de la custodia de los mismos. No existe un sistema inspectivo sobre los materiales que se cargan a las obras. No 
se lleva un registro de los materiales que utiliza cada sector de la Intendencia". 


Acerca del sistema de procesamiento electrónico de datos, se señala: "No existe rotación de tareas entre los operadores. Los 
respaldos informáticos se guardan en la Intendencia, cerca de los equipos donde se procesa la información". 


El 4 de agosto del 2000 aparecen informes de la Rendición de Cuentas del ejercicio 1998, después de ese informe del Tribunal 
hecho en enero de 2000. Entre otras cosas, en el informe del Tribunal de Cuentas dice que "la recaudación del ejercicio ascendió a 
la suma de $ 266:415.263". 


En otro numeral dice: "que de acuerdo con información solicitada el 2 de junio de 2000 y recibida el 15 de junio de 2000" -llama la 
atención la fecha porque estamos hablando del ejercicio 1998 y el Tribunal de Cuentas está pidiendo información del año 2000- "el 
sistema informático proporcionó un listado con fecha 14 de junio de 2000 de los ingresos de 1998 por un importe de $ 299:057.151, 
el que difiere del presentado en la Rendición y contiene algunas inconsistencias". Habíamos dicho 266 en la Rendición de Cuentas 
y 299 en la contestación de la información en el año 2000. 


En otro numeral se expresa "que el total de gastos del ejercicio incluido en la Rendición de Cuentas asciende a $ 297:065.453". 
Luego señala: "que se constató que se siguieron imputando gastos al ejercicio 1998 hasta el mes de mayo de 2000, o sea con 
posterioridad a la fecha de presentación de la Rendición" y a continuación agrega: "que se solicitó el 1% de junio de 2000 al 
responsable del sistema informático de la Comuna información referente al total de gastos de 1998, resultando de la impresión 
emitida por el sistema a dicha fecha un importe de $ 325:696.140, no siendo posible conciliar la diferencia de $ 28:630.687 con el 
total gastado expuesto en la Rendición de Cuentas". 


En otro numeral dice: "que se emitieron cheques diferidos en moneda nacional por $ 6:337.223, en dólares por el equivalente a $ 
9:972.487". 


Otro numeral expresa: "que los excesos de gastos no fueron comunicados en su totalidad por la Contadora Delegada". 


Más adelante, otro numeral habla: "que según el Libro Caja, el saldo al 31 de diciembre de 1998 (escriturado a lápiz a fojas 41) es 
de $ 6:324.162,19, importe que no coincide con el resultante del Arqueo a esa fecha incorporado en la Rendición de Cuentas que 
arroja un saldo de $ 5:883.015". 


A continuación se expresa: "que la foja siguiente de dicho libro está en blanco y en la subsiguiente figura un saldo inicial del 
ejercicio 1999 de $ 9:398.636,26". 


En los Considerandos, el Tribunal de Cuentas dice: "que el trámite seguido en esas actuaciones no se ajusta a lo establecido por el 
Artículo 214 (por remisión del Artículo 222 de la Constitución de la República) y el Artículo 19 Numeral 4) de la Ley N* 9.515 en 
razón de lo expuesto en el Resultando 1)". 


En otro Considerando se expresa "que lo indicado en el Resultando 11) implica que el Ejecutivo Comunal no ha cumplido con el 
Artículo 15 del TOCAF que establece que no podrán comprometerse gastos de funcionamiento o de inversión sin que exista crédito 
disponible, habiendo cumplido parcialmente con los mecanismos de observación y reiteración correspondientes". 


El Considerando 6) refiere a "que la imputación de gastos en los Rubros del ejercicio 1998 hasta el mes de mayo de 2000 
(Resultando 12), contraviene lo dispuesto en el Artículo 13 del TOCAF". 


En el Considerando 9) se dice: "que por lo expresado en el Resultando 20) se concluye que se alteraron las cifras resultantes de la 
contabilidad, a los efectos de la confección de la Rendición de Cuentas". 


En el 10) se indica: "que la información presentada en la Rendición de Cuentas no resulta confiable, de acuerdo con lo expresado 
en los Resultandos 9), 10), 12), 13) y Considerando anterior". 


El 12) dice: "que las irregularidades constatadas en el registro de caja no permiten determinar fehacientemente el saldo de dicho 
Rubro". 


En el número 13) se expresa: "que los hechos relacionados en los Resultando 12), 29), 30) y 31) suponen violaciones a las normas 
vigentes en materia de contabilidad y administración financiera y en consecuencia configuran irregularidad en materia financiero- 
contable correspondiendo la iniciación de los procedimientos administrativos pertinentes a efectos de determinar las eventuales 
responsabilidades (Artículo 211 Literal E) de la Constitución de la República y Artículo 119 Inciso 4 del TOCAF)". 


El Tribunal finaliza no emitiendo opinión y dando cuenta a la Asamblea General. 


El 2 de octubre de 2000, el Tribunal de Cuentas remite a la Intendencia una solicitud de presentación de una mini Rendición de 
Cuentas, a efectos de determinar la situación económico-financiera al 30 de junio de 2000. Cuando nosotros ya nos encontrábamos 
ocupando el cargo, la Intendencia contesta que se encuentra con dificultades para poder cumplir con lo solicitado, habida cuenta de 
la escasa información de que se dispone, de la fiabilidad de la misma y del atraso registral contable con que la actual 
Administración se encontró al asumir. 


El 3 de enero de 2001 el Tribunal de Cuentas emite una resolución sobre la Rendición de 1999 en la cual, en algún Considerando o 
Resultando se expresa: "que en los meses de noviembre y diciembre de 1999 este Tribunal efectuó una evaluación preliminar del 
sistema de control interno de la mencionada Intendencia, habiendo remitido el informe respectivo a la Comuna el 31 de enero de 
2000; en dicho informe se señaló la existencia de diversas debilidades". Estamos hablando del primer informe al que hicimos 
mención. 


En los Considerando se dice "que no se han producido cambios sustanciales en la contabilidad municipal que permitan emitir 
opinión sobre el presente documento"; que corresponde expedirse en los términos del Considerando que antecede, que se dará 
cuenta a la Asamblea General, etcétera. 


Vista esta situación, cuando nosotros entramos a la Intendencia contratamos una auditoría externa y tenemos aquí los documentos 
que ella ha confeccionado. Los elementos fundamentales dicen, por ejemplo: "La Intendencia no mantuvo registros contables 
confiables en el marco de lo dispuesto por el Pronunciamiento N* 6 del Colegio de Contadores, Economistas y Administradores del 
Uruguay durante los ejercicios anuales finalizados el 31 de diciembre de 1998 y 1999, particularmente con respecto a los rubros de 
ingresos, egresos y disponibilidad". 


Fue muy escueto el informe del Tribunal de Cuentas porque decía que la Intendencia Municipal no era auditable porque no tenía 
sistema de contabilidad. 


En base a lo poco que había aportado el informe de KPMG, realizamos algunas preguntas. Esto tiene fecha de 22 de enero y 
nosotros recibimos la respuesta del auditor el 18 de abril. Subrayo algunas de las contestaciones para no leerlas todas. Una de las 
preguntas era: "¿Cuál es el alcance y significado no técnico de la aseveración: 'no expresamos una opinión sobre los Estados N* 6, 
Movimientos de Fondos y Valores”, incluidos en la Rendición de Cuentas correspondiente a los ejercicios anuales finalizados el 31 
de diciembre de 1998 y el 31 de diciembre de 1999?" La respuesta fue: "Significa que no pudimos formarnos una opinión sobre la 
razonabilidad de los mismos debido principalmente a las siguientes razones. 


La Intendencia no mantuvo registros contables confiables, particularmente con respecto a los rubros de ingresos, egresos y 
disponibilidades durante los ejercicios 1998 y 1999 sujetos a examen". 


Otra pregunta dice: "¿Los aspectos formales y sustanciales de los registros contables, permiten suponer que puedan existir 
alteraciones efectuadas en su contenido?" Ante esto se contesta: "Si se hubieran efectuado alteraciones en su contenido, sería muy 
difícil su detección". 


Otra pregunta señalaba: "¿La no existencia de concordancia entre los registros contables y su respaldo documental, puede suponer 
la registración de hechos que no concuerden con la realidad, tales como egresos sin comprobantes justificativos u omisión de 
registración de ingresos?" La respuesta fue: "Si se hubieran registrado hechos que no concuerden con la realidad, sería muy difícil 
su detección". 


Una siguiente interrogante planteaba: "¿La no existencia de un sistema donde se asiente el saldo contable de Caja y Banco, puede 
posibilitar el retiro de fondos no destinados a cancelar obligaciones municipales u omitir ingresar a las arcas municipales cobranzas 
efectivamente realizadas?" Se respondió lo siguiente: "Sí, la falta de un adecuado registro contable y control de las disponibilidades 
hace posible que errores y omisiones intencionales y no intencionales permanezcan sin detectar". 


Otra pregunta rezaba: "¿Existe una responsabilidad del Delegado del Tribunal de Cuentas en la no existencia de controles sobre 
los saldos de disponibilidades, ingresos y gastos?" La respuesta fue: "El objetivo de nuestro trabajo no fue identificar a los 
responsables de los hechos que llegan a nuestra atención. De acuerdo con el artículo 96 del TTOCAF, *...en los Gobiernos 
Departamentales las funciones específicas de intervención preventiva de gastos y pagos podrán ser ejercidos por sus respectivos 
contadores siempre que el Tribunal, atendiendo a razones de necesidad, oportunidad o conveniencia, les designe en calidad de 
contadores delegados, en cuyo caso actuarán en tales cometidos bajo la superintendencia del Cuerpo". 


Una nueva pregunta decía: "¿Cuál puede ser el motivo de que, como se señala en la página 7 del informe, existan “transacciones 
contabilizadas por importes diferentes al que surge de la documentación de respaldo?” Consecuencias de esto, ¿existe o puede 
existir omisión en la registración de ingresos o registración de egresos no respaldados en comprobantes oficiales?" Ante esto se 
respondió: "El motivo podría ser un error intencional o no. 


Como mencionamos en nuestro informe la omisión de registración de ingresos o registración de egresos no respaldado en 
comprobantes, se podrían dar y podrían no ser detectados debido a las deficiencias mencionadas en nuestra respuesta anterior". 


También se preguntó: "En el análisis de la 'correlatividad numérica de recibos de ingresos' se detectan “errores en la secuencia 
numérica no aclarados' que no corresponden a ninguna explicación válida; ¿es posible que se trate de recibos cobrados cuyos 
importes no fueron ingresados a la Administración?" Se contestó: "Es una posibilidad". 


Más adelante se preguntó: "En el anexo 9, se detalla un importe de $ 50:417.478 correspondiente a pagos efectuados para los 
cuales no habría documentación de respaldo; ¿podría tratarse de salidas de fondos no correspondientes a gastos de la 
Intendencia?" La respuesta fue: "En caso que se confirmara la no existencia de la documentación de respaldo podría corresponder 
a salidas de fondos sin justificación". 


Siguiendo una correlación de los hechos, podemos decir que en junio de 2001 se nos plantea la necesidad de entregar la 
Rendición de Cuentas. En ese momento la Dirección de Hacienda nos decía: "Dando cumplimiento a lo establecido en el artículo 
110 del TOCAF y las normas constitucionales vigentes, elevamos a su consideración la Rendición de Cuentas y Balance de 
Ejecución Presupuestal referida al ejercicio 2000. 


La elaboración de la Rendición de Cuentas ejercicio 2000 presenta algunas características particulares que muestran el grado de 
dificultad de interpretación de la información registral con la que debe confeccionarse el documento de marras, con el objetivo de 
reflejar en forma fiel y cristalina el comportamiento económico-financiero y efectuar el balance de ejecución presupuestal en el 
ejercicio fiscal correspondiente". 


Quiere decir que ya empezábamos a hablar de las dificultades para hacer una Rendición de Cuentas en condiciones como las 
exigidas para que fuera un documento auditable y tuviera la transparencia que permitiera realmente que los organismos 
controladores pudieran hacer su tarea. 


Continúo con la cita: "Se debe dejar constancia que la mayor dificultad existe para determinar los saldos iniciales, pues no se 
dispone de información confiable por cuanto existen dos Rendiciones de Cuentas (1998 y 1999) que no han sido objeto de 
aprobación por parte del Tribunal de Cuentas de la República, sumado al hecho que la Ampliación Presupuestal 1996 determinó 
estimaciones financieras y presupuestales hasta el año 1999, obviando el primer semestre del año 2000, por la Reforma 
Constitucional posterior, lo que lleva a aumentar la dificultad de determinar cifras y valores a llevar en cuenta para el saldo inicial 
del ejercicio 2000". 


En otra parte se dice: "Para la elaboración del referido documento se han detectado todas las debilidades de procedimientos y 
registraciones contables que se mencionan en los Informes de la Auditoría independiente contratada por esta Intendencia 
Municipal, así como la auditoría de gestión realizada por el Tribunal de Cuentas en el año 1999. 


A modo de reseña, se destaca la baja confiabilidad de las registraciones efectuadas, por cuanto la Intendencia Municipal no cuenta 
con contabilidad por partida doble, lo que amerita la escasez de controles internos que permitan suponer la veracidad de los 
registros y los procedimientos administrativos. 


Dentro de las debilidades detectadas es que se enmarcan las dificultades de proceder a una demostración de estados financieros y 
de ejecución presupuestal conforme a las normativas del Organo de Contralor, habida cuenta que la actual Administración recibe a 
mitad de ejercicio fiscal una situación registral y contable ya consolidada con las deficiencias y debilidades enumeradas y 
descriptas en los Informes de Auditoría externa y del propio Tribunal que contaminan el resto del ejercicio, sin que en ese período 
anterior se hayan introducido variantes en el sistema contable y administrativo". 


Quiere decir que ante la Rendición de Cuentas del año 2000 nos encontramos ante la misma encrucijada que en 2001, ya que no 
estábamos en condiciones de elaborar una que pudiera ser auditable. En esa situación se nos presentó la disyuntiva de elegir entre 
hacerla mal para cumplir la forma, olvidándonos de la sustancia, o postergar el período de entrega hasta tener los datos que nos 
permitan corregir los problemas sustanciales más allá de la forma. Optamos por el camino de entregarla cumpliendo las normas. En 
cierto modo es lo que hoy nos aconseja el Tribunal de Cuentas y la Junta Departamental. En definitiva, se entrega la Rendición de 
Cuentas con los reparos que marcábamos. En junio de 2001 se labra un acta por el Tribunal de Cuentas y la Intendencia Municipal 
de Rocha. 

Cuando se pregunta a la Dirección de Hacienda si desea agregar algo más, ésta responde: "... solicitar el apoyo técnico del 
Tribunal de Cuentas de la República, como forma de consolidar el proceso y poder contar con una información que esté en un todo 
de acuerdo a los requerimientos contables y legales dictados por ese Organo de Contralor". 


"Para ello se ha comenzado a reestructurar el sistema, con la intención que la Rendición de Cuentas del ejercicio 2001 refleje los 
cambios instrumentados y la claridad y cristalinidad de los procedimientos contables y la información que se aporta." Decíamos 
esto antes de contar con el informe del año 2000. 


Por otra parte, el 31 de octubre de 2001 elevamos una nota aclarándole al Tribunal de Cuentas que la solicitud de asesoramiento 
oportunamente requerida "se limita a las formas de presentación y elaboración de las Rendiciones de Cuentas y Ampliaciones 
Presupuestales, con el objeto de mejorar la información de ejecución presupuestal aportada y a elevar a ese órgano de Contralor, 
en el futuro, así como evaluar los nuevos programas informáticos y sistemas de Contabilidad que se implantaron recientemente en 
esa Intendencia Municipal." 


Quiero hacer notar que aquí se instrumentó un sistema de contabilidad en el cual nosotros sólo pudimos instalar, por cuestiones de 
recursos, la parte básica. Es decir que de un proyecto que tenía determinada dimensión sólo pudimos poner en marcha -reitero que 
por falta de recursos- lo relativo a la contabilidad de la Intendencia. 


En esta parte tenía anotado algo que no dije en su momento pero que quiero aclarar ahora. Esto, a mi juicio, es una cuestión 
cronológica y aclaro que no voy a referirme a este punto a modo de planteo de cuestiones políticas o con ánimo de revancha. 
Simplemente se trata de un aspecto que es necesario conocer a fin de que todos podamos manejar la información. De todos 
modos, este no es un hecho banal. Concretamente, el 9 de enero de 2001 el Senado de la República otorga venia para que el 
Administrador de la Intendencia, en el momento de esta Rendición de Cuentas, ocupe un cargo administrativo en ANCAP. Esto, 
repito, ocurrió el 9 de enero de 2001. 


Siguiendo con la relación que venimos detallando, debo decir que el 5 de diciembre de 2001 nos llega la resolución del Tribunal de 
Cuentas sobre el Ejercicio 2000. En sus Resultandos, dicha resolución dice lo siguiente: "que el resultado del Ejercicio presentado 
por la Intendencia fue de $ 18:237.349 de déficit; que de acuerdo a la Rendición de Cuentas de 1999" -pido que se ponga atención 
a este punto a que se refiere el Tribunal de Cuentas, porque alude a la Rendición de Cuentas de 1999, la cual había sido 
rechazada por ese organismo- "presentada oportunamente por la Comuna el déficit acumulado al 31 de diciembre de 1999 era de $ 
215:516.603." 


Otro de los Resultandos de la resolución dice que: "respecto de las Rendiciones de Cuentas correspondientes a los Ejercicios 1998 
y 1999 de esta Intendencia, el Tribunal de Cuentas se abstuvo de emitir opinión en razón de los motivos expuestos en las 
Resoluciones de fechas 26 de julio de 2000 y 3 de enero de 2001." 


Asimismo se dice: "que a partir del 28 de marzo de 2001 se realizaron visitas de inspección a la Intendencia Municipal, 
verificándose que en el segundo semestre del Ejercicio 2001 comenzó la puesta en funcionamiento del nuevo sistema contable 
adquirido por la Comuna según Licitación Pública 03/98." 


Por otro lado, en los Considerandos se dice lo siguiente: "que de las actuaciones practicadas resulta que no se han producido 
cambios sustanciales en la contabilidad municipal durante el Ejercicio 2000 que ameriten modificar los Dictámenes emitidos 
respecto a los Ejercicios 1998-1999 (Resultando 6) por lo que comprende abstenerse de emitir opinión por las mismas razones 
expuestas al dictaminar sobre aquellos Ejercicios; que con relación al nuevo sistema que se está implementando, este Tribunal 
efectuará oportunamente la evaluación del mismo a los efectos de determinar si cumple con los requerimientos exigidos en materia 
de contabilidad y de control interno." 


Recuerdo que este nuevo sistema a que se refiere el Tribunal nosotros lo pudimos implantar, por razones de recursos, solamente 
en la parte básica del sistema. A continuación dice la resolución: "El Tribunal acuerda abstenerse de emitir opinión en relación a la 
Rendición de Cuentas de la Intendencia Municipal de Rocha correspondiente al Ejercicio 2000;" dar cuenta de las seguridades 
generales, devolver antecedentes, etcétera. 


Seguidamente, voy a tratar el documento de fecha 7 de diciembre de 2001, que es la Resolución adoptada por el Tribunal en su 
acuerdo del 5 de diciembre de 2001. Aquí el Tribunal nos informa sobre la Rendición de Cuentas de la Junta Departamental. Voy a 
leer algunas partes de este documento porque me parece importante que cuando estamos actuando como jueces también 
asumamos nuestras responsabilidades. 


En el Resultando 5) de este informe se dice que "según el estado de movimiento de fondos y valores, el saldo de Caja y Banco al 
cierre del Ejercicio asciende a $ 220.076, habiéndose adjuntado el Acta de Arqueo y la Certificación del saldo bancario; no se 
presenta el detalle de los comprobantes de Caja pendientes por $ 213.710." Destaco que aquí se dice que no hay comprobante de 
Caja. 


En el Resultando 8) se dice que: "las partidas recibidas por los Sres. Ediles para viáticos, no están sujetas a rendición de cuentas 
documentada sino a declaración jurada." 


En el Resultando 9) se dice que: "lo mencionado en el Resultando anterior fue observado por el dictamen de este Cuerpo relativo a 
la Modificación Presupuestal 1996-1999 de la Junta Departamental de Rocha." 


El Resultando 10) dice que: "dicha observación no fue aceptada por la Junta," -la misma Junta de hoy- "remitiéndose los 
antecedentes a la Asamblea General a los efectos previstos en el Artículo 225 de la Constitución de la República". 


En el Resultando 11) se dice que: "por Oficio N* 277/96 de fecha 30 de julio de 1996, la Asamblea General devolvió a la Junta 
Departamental las actuaciones relacionadas con dicha Modificación Presupuestal, al haber expirado el plazo establecido en el 
Artículo 225 de la Constitución de la República sin haber resuelto la discrepancia". 


El Resultando 12) dice: "que de acuerdo a lo expresado por la Contadora Delegada en Acta de fecha 20 de julio de 2001, en el 
Renglón 9.2.1 'Gastos Extraordinarios” se imputan gastos efectuados por el Señor Presidente de la Junta Departamental, 
inherentes a su función y por los cuales dicho Jerarca no efectuó Rendición de Cuentas documentada". 


A su vez, en el Considerando 2) se dice que: "el Resultando 4), implica que el Organismo no ha cumplido con el artículo 15 del 
TOCAF que establece que no podrán comprometerse gastos de funcionamiento o de inversión sin que exista crédito disponible, 
habiéndose cumplido con el mecanismo de observación y reiteración correspondiente". 


Por su parte, en el Considerando 3) se dice que: "con relación al arqueo de fondos y valores corresponde expresar que lo señalado 
en el Resultando 5) impide el control del cumplimiento de lo dispuesto en el Artículo 114 del TOCAF y Artículo 6 de la Ordenanza N* 
77". 


En el Considerando 4) se dice que: "sin perjuicio de lo expresado en los Resultandos 10) y 11) debe señalarse que el otorgamiento 
de viáticos a los señores Ediles sin rendición de cuentas documentada no asegura el cumplimiento del carácter honorario de la 
función de Edil establecido por el Artículo 295 de la Constitución de la República". 


En el Considerando 5) se dice que: "cabe efectuar la misma consideración respecto de los gastos efectuados por el Sr. Presidente 
sin rendición de cuentas documentada". 


Asimismo, el Tribunal acuerda en el numeral 1.1): "Observar el referido documento por lo expresado en el Considerando 3);". Y 
seguidamente señala: "1.2) Observar a la Junta Departamental de Rocha por lo señalado en el Considerando 5); 1.3) Señalar que 
durante el Ejercicio se comprometieron gastos sin contar con crédito suficiente en los Rubros respectivos, contraviniendo así lo 
dispuesto por el artículo 15 del TOCAF. Dichos gastos, una vez observados por este Tribunal fueron reiterados por el Ordenador 
competente, circunstancia que fue comunicada a la Junta Departamental en cada caso." 


Por otra parte, tengo en mi poder otra Acta fechada en la ciudad de Rocha el 28 de febrero de 2002, correspondiente a una 
actuación del Tribunal de Cuentas en la Intendencia Municipal de Rocha, en la que la Dirección de Hacienda le vuelve a decir al 
Tribunal que estamos esperando la ayuda ofrecida por ese Tribunal para la Rendición de Cuentas y ampliación presupuestal, así 
como para la auditoría informática. 


Ya estamos llegando a abril de 2002 y a ese respecto tengo un informe del contador Fadul, quien en su momento se hizo cargo de 
la Dirección de Hacienda en la Intendencia Municipal de Rocha, del cual, entre otras cosas, voy a destacar lo siguiente: 
"seguramente implicará tiempos de ejecución prolongados, y uso de recursos que hoy no están disponibles; esto conlleva a la 
conclusión necesaria sobre la urgencia de adoptar, con carácter transitorio y sujeto al plan definitivo que surja del convenio con la 
Oficina Nacional del Servicio Civil y el conjunto de procesos en curso (implantación definitiva del sistema contable, ...". Esto quiere 
decir que estamos hablando de las dificultades que se repiten a los efectos de solucionar las Rendiciones de Cuentas. 


Con fecha 28 de junio, existe un informe del contador Fadul vinculado a la Rendición de Cuentas del Ejercicio 2001. Allí se dice 
que: "estuvieron vigentes en ese ejercicio, en opinión del suscrito, las condicionantes contables y de control interno que llevaron al 
Tribunal de Cuentas de la República a acordar respecto de Rendiciones de Cuentas anteriores la no emisión de opinión y 
devolución de antecedentes al Gobierno Departamental. 


Resulta pues obvia, en función de la consideración antes mencionada, la imposibilidad técnica de confeccionar, referido al ejercicio 
2001, un documento de Rendición de Cuentas con información acorde a las normas constitucionales y legales vigentes. 


También en opinión del suscrito, es notorio el esfuerzo realizado en el correr del presente ejercicio, a efectos de poner en buen 
funcionamiento un nuevo sistema contable adquirido en ejercicios anteriores que, consolidado con la asistencia externa que 
brindará la Unidad de Desarrollo Municipal de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, hace razonable el supuesto que se 
culminará el presente ejercicio 2002 con elementos contables y de control interno suficientes para responder a las exigencias 
técnicas y normativas vigentes, lo que permitirá regularizar la presentación de la Rendición de Cuentas 2002 en tiempo y forma. 


En las circunstancias antes mencionadas correspondería en opinión del suscrito, elevar al Tribunal de Cuentas y Junta 
Departamental de Rocha, nota referenciando los conceptos vertidos, que impiden la presentación en tiempo y forma de la 
Rendición de Cuentas 2001". 


De alguna manera, lo que se pretende es reafirmar la idea de que si bien no lo podemos hacer en tiempo y forma, la voluntad es de 
hacerlo en condiciones. En este sentido quería destacarlo, porque estamos en el momento de la decisión política de no entregar la 
Rendición de Cuentas, y nuevamente nos encontramos en la misma encrucijada. Es así que permitiendo que se hicieran crónicas 
una serie de irregularidades en la Intendencia Municipal de Rocha, priorizábamos lo sustancial y solicitábamos plazo hasta que 
pudiéramos tener la certeza de que íbamos a hacer una Rendición de Cuentas auditable, es decir, que permitiera controlar la 
situación financiera de la Intendencia. Elegimos este camino, repito, asumiendo nuestras responsabilidades y los riesgos, es decir, 
la parte que nos toca en todo esto, y estamos dispuestos a asumirlo. Le pedimos más plazo al Tribunal de Cuentas y disparamos 
un mecanismo con un proyecto presentado a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto con fondos del 298, documento que tengo 
en mi poder. Asimismo, este documento está a consideración del Tribunal de Cuentas. 


Cabe destacar que en función de los montos disponibles sólo se adquirió la oferta básica en parte del opcional 1Il. Debo aclarar que 
hacemos alusión a la época en que comenzamos a incorporar el sistema de información. No obstante, en respuesta al informe de 
la auditoría, realizada por el Tribunal de Cuentas, de la Intendencia de Rocha de fecha 31 de enero del 2000 y las observaciones 
del Tribunal de Cuentas con relación a las Rendiciones de Cuentas de los Ejercicios 1998, 1999 y de 2000 y la no presentación de 
la correspondiente al Ejercicio 2001, hace que los opcionales de cotización obligatoria | y ll se hagan absolutamente 


imprescindibles a efectos de una impostergable reestructuración del Departamento de Hacienda y de las mencionadas Rendiciones 
de Cuentas, el levantamiento de las observaciones del Tribunal de Cuentas y la entrega de la nueva Rendición de Cuentas de 2002 
en tiempo y forma. Objetivos: Organización interna y reingeniería de procesos y prácticas de gestión del Departamento de 
Hacienda. Capacitación y Desarrollo Gerencial. Implementación del Sistema de Seguridad y Auditoría en los Sistemas Informáticos. 
Reformulación de las Rendiciones de Cuentas de los ejercicios 2000 y 2001. Acompañamiento en la confección y presentación en 
tiempo y forma de la Rendición de Cuentas del Ejercicio 2002. 


Esto quiere decir que frente a una disyuntiva como la que tuvimos que pasar, se lanzó un mecanismo tendiente a atender lo 
principal y no lo formal. Posteriormente, nos llegó el informe del Tribunal de Cuentas sobre la Rendición de Cuentas 2001 que dice 
que es competencia de este organismo dictaminar e informar respecto de la Rendición de Cuentas y gestiones de todos los 
órganos del Estado inclusive del Gobierno Departamental. Debe señalarse que los fundamentos expuestos por el Intendente 
Municipal a los efectos de justificar el incumplimiento constatado, no son de recibo en cuanto no existe imposibilidad material de 
formular una Rendición de Cuentas aun cuando ésta presente insuficiencias técnicas, aspecto cuya determinación y apreciación de 
sus efectos constituya una competencia privativa del Tribunal de Cuentas. 


De alguna manera el Tribunal de Cuentas nos sugirió que hiciéramos lo que en definitiva hicimos y dicho organismo ni siquiera lo 
tomó en cuenta. Se nos dijo que presentáramos una Rendición de Cuentas cumpliendo, simplemente, con lo formal, sabiendo el 
Tribunal que nosotros no teníamos condiciones de cumplir con lo sustancial. Digo esto porque el Tribunal, a través de un Contador 
Delegado, ha estado en la Intendencia de Rocha y conoce de nuestra imposibilidad y dificultades económicas a los efectos de 
poder montar un sistema confiable. 


Es así que llegamos al 11 del julio de 2002, día en que la Junta Departamental, sin pedir informes y sin llamado a Sala, solicita al 
Senado de la República el juicio político. En cuanto a este tema debo decir que en todo esto tratamos de ser objetivos y no realizar 
apreciaciones de tipo político porque nos parece que los hechos hablan por sí solos. 


Antes de culminar, quiero decir que no es cierto -creo que ya lo manifestamos la última vez que estuvimos aquí cuando hizo uso de 
la palabra el doctor Uriarte- que no exista transparencia en la Intendencia de Rocha, ni que no hayan mecanismos de control. La 
Intendencia está abierta a la participación de todos los Ediles y la investigación administrativa que se hizo con respecto a lo que 
sucedió ya está en el Juzgado de Rocha y fue de conocimiento de la Junta Departamental; inclusive la Comisión Investigadora que 
se había formado se basó en los datos que transfirió la Intendencia. Entonces, si la Junta entiende que no existen mecanismos de 
control, es porque no los ha ejercitado. En tal sentido debo decir que en ningún momento fuimos llamados a Sala para aclarar los 
planteos que ha hecho la Junta Departamental en forma directa o a través de los medios de comunicación. 


Repito, señor Presidente, en mi opinión aquí no está en juego una cuestión personal sino la credibilidad en un sistema político 
administrativo que no es confiable, hoy en día, para la mayoría de la gente. Entonces, debo decir que asumimos una actitud 
responsable y hemos venido a este Cuerpo solamente a transferir información. En lo personal, considero importante que se juzgue 
con conocimiento de causa de todas las cosas. 


Quiero decir que estoy dispuesto a asumir cualquier tipo de decisión que en este Cuerpo se tome con el espíritu democrático que - 
por lo menos es el mío- se debe tener ante todo esto. 


Lamento mucho que estemos ocupando el tiempo de este órgano con estos problemas, transfiriendo a los señores Senadores, en 
un momento muy difícil del país, rencillas políticas internas del departamento de Rocha. Cuando llegamos a la Intendencia, nos 
prometimos que no las íbamos a alimentar y que no íbamos a hablar más de estos temas ni a enjuiciar los hechos del pasado. Sin 
embargo, hoy nos vemos obligados a hablar de asuntos que fueron discutidos en su momento, y sobre los cuales hicimos las 
denuncias correspondientes y pusimos en manos de los órganos competentes las resoluciones que había que tomar. 


En algún momento se nos planteó, cuando asumimos el cargo, que recurriéramos a la Asamblea General para que analizara los 
hechos que ocurrieron en el Período anterior, pero lo descartamos en aras de un objetivo que consideramos necesario: lograr la 
unidad política que nos permitiera enfrentar las dificultades que sentíamos que había en el departamento de Rocha. Yo hubiera 
deseado que desde aquel punto de partida lamentable en el que comenzamos, pudiéramos llegar algún día a estar igual a las otras 
Intendencias, en una situación mejor, pero hoy nos encontramos con que, como consecuencia de las dificultades que estamos 
viviendo, nos estamos igualando todos hacia abajo. 


De alguna manera, en algún momento, siento que también puedo haber entrado en algo que me comprometí a no hacer, pero me 
parece lamentable que vengamos a extrapolar a este órgano esas rencillas, que son las que han motivado, entre otras cosas, que 
tengamos dificultades para encontrar la solución a toda esta problemática que heredamos, pero que nos comprometimos a intentar 
resolver. En efecto, en su momento aceptamos ese desafío sin pasar facturas ni buscar responsables, sino simplemente 
asumiendo la responsabilidad, que como gobernantes nos transfirieron, de encarar los problemas y solucionarlos. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. Si ninguno de los señores Senadores presentes desea formular alguna pregunta, damos por concluida la 
visita del señor Intendente Municipal de Rocha y sus asesores. 


(Se retiran de Sala el señor Intendente Municipal de Rocha y asesores) 


-De acuerdo con lo que todos habíamos acordado -creo que a sugerencia del señor Senador García Costa- hemos igualado el 
segundo juicio político en el procedimiento al primero. Por lo tanto, si todos estamos de acuerdo, los declaramos unidos por 
balduque, es decir que quedan en un mismo estado. 


En tal sentido, la Mesa quiere proponer que comuniquemos a ambas partes -es decir, los acusadores y los acusados- que en un 
plazo que sugiero sea de quince días -aunque, obviamente, pueden ser más o menos- el expediente esté a su disposición para que 
hagan llegar por escrito todo lo que quieran agregar. Pasado ese lapso, quedaría incorporado como tema ya para comenzar a 
deliberar. 


En definitiva, si los señores Senadores están de acuerdo, el expediente queda de manifiesto para las dos partes por un período de 
quince días, durante el cual pueden presentar escritos con documentos o con alegaciones. Una vez finalizado ese plazo, la 
Comisión se abocaría, no ya a recibir visitas, sino a deliberar sobre el fondo del asunto, porque en ese lapso puede aparecer algún 
elemento nuevo, pero más o menos todos vamos a estar en condiciones de ir estudiándolo. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 30 minutos) 


SR. PRESIDENTE DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN y LEGISLACIÓN DE LA 
CÁMARA DE SENADORES. 

SENADOR DR. JOSÉ KORZENIAK 

PRESENTE 


IRINEU RIET CORREA, INTENDENTE MUNICIPAL DEL DEPARTAMENTO DE ROCHA, compareciendo en la Carpeta N* 
843/2002 (Junta Departamental de Rocha c/ Intendente Municipal de Rocha. Juicio Político), al Sr. Presidente de la Comisión de 
Constitución y Legislación del Senado, digo: 


Que vengo a evacuar la vista conferida, en los aspectos estrictamente jurídicos, según las siguientes consideraciones y 
fundamentos: 


1. Este juicio político ha sido instalado por la Junta Departamental de Rocha, conforme lo dispuesto por los arts. 93, 102 y 296 de la 
Constitución de la República, en base a la no remisión de la Rendición de Cuentas a la consideración de la Junta Departamental, 
en el plazo estipulado en el art. 214.D del texto fundamental (por la remisión del art. 222). 


2. Que he argúido ante el Tribunal de Cuentas acerca de la imposibilidad técnica de confeccionar, un documento de Rendición de 
Cuentas, referido al Ejercicio 2001, con información acorde a las normas constitucionales y legales vigentes. 


Este estado de cosas se debe, básicamente, a lo que ha sucedido con la Rendiciones de Cuentas correspondientes a los Ejercicios 
1998, 1999 y 2000, las dos primeras cursadas por la administración del Sr. Adauto Puñales y la tercera, si bien fue enviada durante 
mi Administración, corresponde a un Ejercicio compartido con la anterior Administración. Ante esas Rendiciones de Cuentas, el 
Tribunal se expidió sin emitir opinión, en lo que constituye una gravísima postura adoptada por el Tribunal al emitir su Dictamen de 
Auditoría, por la que se juzga que no es posible auditar dichas Rendiciones de Cuentas (en la Carpeta 765/2002 obra agregado el 
dictamen del Tribunal correspondiente al Ejercicio 1998, de fecha 26 de julio de 2000; en el período de prueba se agregarán los 
restantes). En los tres casos, además, el Tribunal de Cuentas resolvió dar cuenta a la Asamblea General. 


Por separado me extiendo acerca de esta situación y los esfuerzos de esta Administración para resolverla, así como del actual 
estado de cosas al respecto. 


3. El Tribunal de Cuentas, por acuerdo de 24 de julio de 2002 (que obra agregado a estos autos), afirma que la imposibilidad 
técnica de confeccionar la Rendición de Cuentas correspondiente al Ejercicio 2001 no supone una imposibilidad material de 
hacerlo, por lo que también resuelve dar cuenta a la Asamblea General de tal circunstancia. 


Como consecuencia de todo esto, y en orden a las facultades del Tribunal de Cuentas, consagradas en el art. 211.C y D de la 
Constitución, el destino ora de las Rendiciones técnicamente deficientes, ora de la Rendición de Cuentas no presentada, es su 
remisión a la Asamblea General. La diferencia fundamental es que en este último caso, por un juego de coyunturales mayorías 
políticas, se ha abierto la vía del juicio político. 


Esto es, por la misma circunstancia técnica -imposibilidad de confeccionar Rendiciones de Cuentas auditables-, las mayorías que 
toleraron los desaguisados financieros de 1998, 1999 y parte fundamental del Ejercicio 2000, sin siquiera intentar la vía del juicio 
político, hoy lo hacen. 


Porque, en todo caso -convengamos- es tan irregular la no remisión de Rendiciones de Cuentas como su remisión en grado de tal 
imperfección que no la hace auditable. 


La Constitución habla en sus arts. 222 y 214.D de "Rendición" de Cuentas, lo cual supone que la información que llegue a los 
organismos de control sea susceptible de ser ponderada desde el punto de vista financiero; no rinde cuentas quien no ofrece un 
mínimo de información para que las mismas sean evaluadas. Desde ese punto de vista, las Rendiciones de Cuentas 
correspondientes a los ejercicios 1998, 1999 y 2000, también afectan la intangibilidad constitucional, pues, propiamente, no rinden 
nada. Cuando el Tribunal se expide acerca de ellas diciendo que "no emite opinión", nos está diciendo exactamente eso. 


El Tribunal de Cuentas -y la Junta Departamental- nos dicen que la no remisión de las Rendiciones de Cuentas les impide cumplir 
con su tarea de control republicano, lo cual es cierto. 


Pero también han de admitir que la remisión meramente formal de las mismas, en condiciones técnicas deficitarias tales que no las 
hagan susceptibles de control sustancial -material-, impide también su control republicano. 


4. Lo que está haciendo la Junta Departamental -al amparo de coyunturales mayorías político partidarias- es administrar actos que 
rozan la intangibilidad constitucional. Para unos -verdaderos mamarrachos de Rendiciones de Cuentas-, que arqueológicamente 
arrancan en 1998, les obsequia con un entierro silencioso; para otros, en cambio, les depara el estruendo del juicio político. Ambas 
posibilidades tienen consecuencias posibles muy diversas y trascendentes. 


La Junta Departamental de Rocha se rasga las vestiduras con una omisión formal -la no remisión de Rendición de Cuentas, al 
tiempo que mistifica reiteradas y obsecuentes omisiones sustanciales -las descalificadas Rendiciones de Cuentas anteriores-, que 
yacen en la Asamblea General, adonde también han ido -por imperio constitucional y por decisión del Tribunal de Cuentas- los 
antecedentes de la fallida Rendición correspondiente al año 2001. 


5. Estas circunstancias deben llevar al Senado a no caer cautivo de un momento -que, por cierto, es de gran trascendencia- como 
el del juicio político, que en realidad forma parte de una conflictividad y desaguisados financieros que hunden sus raíces en la 
Administración anterior. 


Aquí hay que restablecer la continuidad política, financiera y jurídica interrumpida en 1998 y preguntarse cómo se sale de esa 
situación. 


Por separado explico largamente estas cuestiones, en especial las dificultades que ha enfrentado la actual Administración para 
ordenar ese caos financiero, así como los pasos que he trazado para superarlo. 


6. Desde el punto de vista jurídico, descartemos, en primer lugar, que en la no remisión de la Rendición de Cuentas exista "abuso 
innominado de funciones" (Código Penal, art. 162). En la sesión de la Comisión del 6 de agosto próximo pasado, un edil justificó la 
remisión de estos antecedentes a la justicia penal afirmando que existía abuso de funciones, en lo que forma parte de una 
estrategia de algunos sectores políticos locales de criminalizar los conflictos políticos departamentales, a riesgo de trivializar la 
utilización de la justicia penal y del propio instituto del juicio político (hago remisión expresa a lo que he afirmado al respecto en 
anterior concurrencia, con respecto a la acusación por juicio político resuelta en la sesión de la Junta Departamental del 13 de 
marzo de 2002). Al igual que el lego que lee un manual de enfermedades médicas y cae víctima del pánico de sufrirlas todas, hay 
quienes ojean el Código Penal y ven delitos por doquier. Ya he comparecido ante la justicia penal por esos temas y se me ha 
anunciado el desinterés de la misma por continuar con dichas actuaciones. 


No existe en el caso la arbitrariedad que reclama el art. 162 del CP, por lo que vengo de decir y por lo que largamente explico por 
separado. E insisto: si fuera el caso, no se percibe de qué manera podría salvarse una arbitrariedad formal- la no remisión de la 
Rendición de Cuentas- con una arbitrariedad sustancial -la remisión deficiente de la misma-. Los gestores de este juicio político 
deberían admitir, si fuera el caso, que están denunciando una abuso y ocultando otro. 


7 El Prof. Korzeniak ha ligado las cuestiones jurídicas en torno a la interpretación del art. 93 de la Constitución, básicamente lo 
atinente a la gravedad de la violación de la constitución y de los delitos involucrados en él, al funcionamiento del Estado de 
Derecho y el ejercicio honesto del cargo del gobernante (Primer Curso de Derecho Público. Derecho constitucional, FCU, 2001, 
pág. 500). 


Desde este punto de vista existe el mismo riesgo institucional en remitir una Rendición de Cuentas no auditable (como ocurrió con 
las correspondientes a los Ejercicios 1998, 1999 y 2000), como en no remitirla. En ambos casos el Tribunal de Cuentas se 
expediría ora "sin emitir opinión" y daría cuenta a la Asamblea General, como en realidad ocurrió, en el caso de aquellos Ejercicios 
y en el episodio que ha generado este juicio político, respectivamente. 


Por cierto, el estado de derecho y el ejercicio honesto de la función pública está en crisis en ambos casos y no sería deseable que 
se generalicen. De lo que se trata es de juzgar desde otro marco de referencia una opción de hierro.(evitar una irregularidad formal 
con una irregularidad sustancial, que es lo que con ligereza y parcialidad propone la Junta Departamental), analizar 
diacrónicamente sus causas profundas, ponderar qué se hizo y qué se está haciendo para superarlas. 


Esta perspectiva desplaza en algo la consideración estrictamente jurídica de la cuestión hacia su ponderación política. Se trata de 
analizar esta suerte de estado crónico de irregularidad, que arranca en 1998. Si se acota el presente juicio político a la irregularidad 
formal, quedan afuera las causas profundas e históricas de ese estado crónico de irregularidad sustancial. 


La pregunta a formular debe ser la siguiente: ¿qué pudo hacer e hizo el Intendente de Rocha para superar ese estado crónico de 
irregularidad financiera? .Desde la perspectiva del estado de derecho y del ejercicio honesto de la función pública, al Senado de la 
República le es más importante preguntarse acerca de ese estado de cosas, que de la responsabilidad por la irregularidad formal, 
profundamente condicionada, que -de hacerse efectiva- dejaría incólumes y operativos los vicios sustanciales hacia el futuro. 


Por otra parte, el análisis de ese estado de cosas, y de qué ha hecho esta administración para superarlo, también proporciona 
abundantes razones para la justificación política en este juicio y sus proyecciones en el terreno jurídico. 


8. Es oportuno ampliar algo que dijimos en la comparecencia anterior, ante el juicio político promovido por Resolución del 13 de 
marzo de 2002 de la Junta Departamental. En aquella oportunidad bastó con afirmar la exigencia del artículo 93 de que la violación 
de la Constitución, fuera grave, para descartar aquellas imputaciones, que en puridad, no afectaban la Constitución, ni involucraban 
delitos, ni, mucho menos, los presuntamente existentes eran graves. 


En esta oportunidad, es menester profundizar en algo aquellas afirmaciones, porque en este caso, descartada la existencia de 
delitos, lo que está en juego es la naturaleza de la irregularidad constitucional. 


El Dr. Horacio Cassinelli Muñoz ("Defensa jurídica de la Constitución", en Cuadernos de la Facultad de Derecho y Ciencias 
sociales, (28 Serie, N” 2, págs. 19 y 20) ha vinculado la expresión "violación de la Constitución" del art. 93 con el atentado a la 
Constitución previsto en el art. 330 de la misma.. Este jurista distingue entre la "infracción de una disposición constitucional" y el 
"atentado a la Constitución", y reserva esta situación para lo previsto en el art. 239, inc. 1”, que hace referencia a la competencia de 
la suprema Corte de Justicia para juzgar a infractores de la Constitución, como asimismo, para lo previsto en el art. 93 de la misma. 


Obviamente, atentar contra la Constitución supone según la mejor doctrina penal, ejercer actos directos contra el orden 
constitucional. La no remisión de la Rendición de Cuentas evade de esta situación, por lo que quedaría fuera del ámbito del art. 93 
y, por ende, no sería causal de juicio político. 


Hay que tener presente, además, que el Prof. Aníbal Luis Barbagelata sostenía en sus clases la misma opinión, según 
comunicación personal que nos hiciera el Dr. Cassinelli Muñoz. 


9. Ofrezco prueba. 
Por lo expuesto, al Sr. Presidente de la Comisión de Constitución y Legislación, solicito: 


Se tenga presente lo expuesto en el cuerpo de este escrito. 


Irineu Riet Correa 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


